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RESOLUCION de 8 de junio de 1998, de la Uni-
versidad de Córdoba, por la que se hace pública la com-
posición de Comisiones evaluadoras de concurso para
provisión de plazas de Cuerpos Docentes Universitarios,
convocados mediante Resolución que se cita.

Ver esta Disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo
número

RESOLUCION de 10 de junio de 1998, de la Uni-
versidad Pablo Olavide, de Sevilla, por la que se con-
voca concurso específico de méritos para la provisión
de puestos de trabajo de personal funcionario de Admi-
nistración y Servicios, correspondientes al grupo D.

Ver esta Disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo
número

3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

ORDEN de 21 de mayo de 1998, por la que se
procede a la ejecución material de la sentencia de
12 de septiembre de 1997, dictada por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo, Sección 1.ª, del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía de Sevilla.

Por Orden de 25 de febrero de 1998, de esta Consejería,
se disponía el cumplimiento de la sentencia dictada por la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía de Sevilla, con fecha 12 de septiembre
de 1997, en el recurso núm. 566/96, interpuesto por la Con-
federación de Sindicatos Independientes y Sindical de Fun-
cionarios contra la Orden de la Consejería de Gobernación
de 27 de diciembre de 1995, por la que se nombraban fun-
cionarios de carrera del Cuerpo de Auxiliares Administrativos
de la Junta de Andalucía.

La presente ejecución material se realiza sin perjuicio de
las actuaciones que, en su caso, procedan en la citada eje-
cución de Sentencia.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en los
artículos 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgánica
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 de la Ley
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y en
uso de la competencia que le confiere el artículo 5.3 de la

Ley 6/1985, de 28 de noviembre, y artículo 2.2 del Decreto
255/1987, de 28 de octubre,

D I S P O N G O

1.º Nombrar con carácter definitivo en los puestos de
trabajo que se especifican en el Anexo 1 de la presente Orden
a los funcionarios recogidos en el mismo.

2.º Los efectos administrativos del nombramiento coin-
cidirán con la fecha de toma de posesión en los destinos adju-
dicados con carácter provisional por la Orden de 27 de diciem-
bre de 1995 de esta Consejería. No obstante, dichos efectos
administrativos no afectarán a los procedimientos de provisión
tanto ordinarios como extraordinarios de puestos de trabajo
ya finalizados a la fecha de entrada en vigor de la presente
Orden, ni a aquellos otros procedimientos de provisión aún
no concluidos, que hayan finalizado el plazo de presentación
de solicitudes.

3.º Por el Registro General de Personal se efectuarán las
modificaciones de las inscripciones registrales que correspon-
dan a los nombramientos efectuados y todos aquellos otros
que pudieran derivarse de la ejecución de la presente Orden.

4.º La presente Orden entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 21 de mayo de 1998

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Gobernación y Justicia



BOJA núm. 71Página núm. 7.934 Sevilla, 27 de junio 1998



BOJA núm. 71Sevilla, 27 de junio 1998 Página núm. 7.935



BOJA núm. 71Página núm. 7.936 Sevilla, 27 de junio 1998

RESOLUCION de 2 de junio de 1998, de la Dele-
gación del Gobierno de Córdoba, por la que se presta
conformidad al expediente instruido por el Ayuntamien-
to de Lucena (Córdoba) para la enajenación, mediante
pública subasta, del bien municipal que se describe.

Se ha recibido en esta Delegación del Gobierno copia
del expediente instruido por el Iltre. Ayuntamiento de Lucena
(Córdoba) para la enajenación, mediante subasta pública, de
dos locales de propiedad municipal sitos en la calle Rafael
Valverde Montes, s/n, de esa ciudad, cuya descripción, a tenor
del propio expediente, es la siguiente:

- Constan de una sola planta sobre rasante y se encajan
entre medianeras, con fachadas al sur y como linderos: Al
este, la casa núm. 10 de la calle Antonio Calvo Sánchez y
fondo de la casa número 14 de la calle Calzada; al oeste
con la casa número uno de la calle Rafael Valverde Montes;
al norte con las fincas 12 y 14 de la calle Calzada; y al
sur presentan sus fachadas con frente de 8 metros. Al fon-
do-oeste existe un pequeño patio.

- Inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento de
Lucena: Figuran inscritos con los números 54 y 55, res-
pectivamente.

- Datos del Registro de la Propiedad: Tomo 675,
libro 595, folios 84 y 86, fincas registrales números 20.049
y 20.050, inscripción 2.ª en ambos casos.

- Superficie: Según reciente medición efectuada sobre
terreno, la superficie total de los locales es de 73,18 m2;
sin embargo, en el Registro de la Propiedad la finca 20.049
figura con una superficie edificada de veintiún metros cua-
drados y quince metros ochenta decímetros cuadrados de
patio, y la finca 20.050 con una superficie edificada de vein-
tiún metros cuadrados y cinco metros cuadrados de patio.

En el expediente instruido al efecto por dicho Ayunta-
miento se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en los
arts. 22.2.l) y 47 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora
de las Bases de Régimen Local; en los arts. 79.1 y 80 del
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 781/1986, de 18 de abril; en los artículos 109.1 y 118
del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado
por Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, y en los demás
preceptos de general aplicación.

De conformidad con lo dispuesto en el art. 3.º 9 del Decre-
to 29/1986, de 19 de febrero, y en la Disposición Adicional
Unica del Decreto 512/1996, de 10 de diciembre, corresponde
a este Delegado del Gobierno prestar conformidad a los expe-
dientes de enajenación de bienes inmuebles de propios, siem-
pre que sus valores no excedan del 25% del presupuesto
ordinario de la Corporación Municipal.

En virtud de lo expuesto,

R E S U E L V O

1. Prestar conformidad al expediente instruido por el Iltre.
Ayuntamiento de Lucena (Córdoba) para la enajenación con-
junta, mediante subasta pública, de los dos locales de pro-
piedad municipal sitos en la calle Rafael Valverde Montes,
s/n, de esa ciudad, cuya descripción figura al principio de
esta Resolución.

2. Condicionar esta Resolución a que -al amparo del
art. 298 del Reglamento Hipotecario de 14 de febrero de 1947,
y del art. 53 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, y demás
disposiciones concordantes- se efectúe la inscripción registral
del exceso de la superficie real de las fincas, según reciente
medición, con respecto a la que figura inscrita en el Registro
de la Propiedad.

3. Comunicar la presente Resolución al Ilmo. Ayunta-
miento de Lucena (Córdoba).

4. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso ordinario ante la
Excma. Sra. Consejera de Gobernación y Justicia en el plazo
de un mes, contado a partir de la notificación de la misma,
de acuerdo con lo establecido en los arts. 107.1, 110.1 y
114 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Córdoba, 2 de junio de 1998.- El Delegado, Luis Hidalgo
Reina.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

ORDEN de 23 de junio de 1998, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta el personal de administración y servicios de los
Institutos de Enseñanza Secundaria de la provincia de
Málaga, mediante el establecimiento de servicios
mínimos.

Por el Sindicato de Enseñanza de la Confederación General
del Trabajo de Málaga, ha sido convocada huelga desde las
0,00 horas a las 24 horas del día 30 de junio de 1998,
y que, en su caso, podrá afectar a todo el personal de admi-
nistración y servicios de los Institutos de Enseñanza Secundaria
de la provincia de Málaga.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10,
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones
de Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que el personal de administración y servicios
de los Institutos de Enseñanza Secundaria de la provincia de
Málaga, presta un servicio esencial para la comunidad, cual
es facilitar el ejercicio del derecho a la educación proclamado
en el artículo 27 de la Constitución, y el ejercicio de la huelga
convocada podría obstaculizar el referido derecho fundamental,
y más en cuanto el día para el que ha sido convocada la
huelga está fijada la primera prueba de las oposiciones de
acceso al Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria.
Por ello, la Administración se ve compelida a garantizar tal
derecho fundamental mediante la fijación de los servicios míni-


